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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
CONTRATACIÓN DIRECTA – Servicios profesionales y de apoyo a la gestión – Procedencia

La contratación directa por la causal del literal h) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 es excepcional y reglada, lo que no la exime del cumplimiento de los principios que rigen la contratación pública y la función administrativa. Su procedencia depende de dos condiciones concurrentes. La primera, que el objeto corresponda efectivamente a servicios profesionales o de apoyo a la gestión, que el artículo 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015 define como los de naturaleza intelectual diferentes a los de consultoría que se derivan del cumplimiento de las funciones de la entidad, así como los relacionados con actividades operativas, logísticas o asistenciales. La segunda, que se cumplan los supuestos del tipo contractual: conforme al numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, estos contratos solo pueden celebrarse con personas naturales cuando las actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados, y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.

PLANEACIÓN – Contratación directa – Exigibilidad plena

La modalidad de selección no atenúa los deberes de planeación. En la contratación directa de servicios profesionales y de apoyo a la gestión la entidad debe incluir la contratación en el Plan Anual de Adquisiciones, adelantar el análisis del sector y del mercado y elaborar los estudios y documentos previos. El artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 es aplicable a esta modalidad, pues solo exceptúa expresamente la contratación de mínima cuantía.

ESTUDIOS Y DOCUMENTOS PREVIOS – Contenido – Acto de justificación no exigible

Los estudios y documentos previos deben contener la descripción de la necesidad, el objeto con sus especificaciones, la modalidad de selección y su justificación con los fundamentos jurídicos, el valor estimado y su justificación, los criterios para seleccionar la oferta más favorable, el análisis de riesgo, las garantías contempladas y la indicación sobre acuerdos comerciales. Cuando se afirma que la actividad no puede atenderse con personal de planta o que exige conocimiento especializado, esa afirmación integra la descripción de la necesidad y la justificación de la modalidad, y debe estar soportada. En cambio, por mandato del inciso final del artículo 2.2.1.2.1.4.1, no se requiere acto administrativo de justificación de la contratación directa: la dispensa recae sobre el acto, no sobre la justificación.

INSUFICIENCIA DE PERSONAL DE PLANTA – Acreditación – Decreto 1068 de 2015

El artículo 2.8.4.4.5 del Decreto 1068 de 2015 —que compila el artículo 3 del Decreto 1737 de 1998, modificado por el artículo 1 del Decreto 2209 de 1998— dispone que estos contratos solo pueden celebrarse cuando no exista personal de planta con capacidad para realizar las actividades, precisa los eventos en que se entiende que no existe y añade que “la inexistencia de personal suficiente deberá acreditarse por el jefe del respectivo organismo”. Se trata de una exigencia autónoma y expresa. La norma no impone, sin embargo, una forma documental determinada ni un documento con denominación específica: lo exigible es que la manifestación provenga del jefe del organismo, que esté soportada y que sea verificable. Su ámbito de aplicación comprende a los organismos, entidades, entes públicos y personas jurídicas que financien sus gastos con recursos del Tesoro Público.

PLURALIDAD DE OFERTAS – No exigibilidad – Constancia del ordenador del gasto

Esta causal no exige convocatoria abierta, pluralidad de ofertas ni comparación competitiva de hojas de vida. El artículo 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015 dispone que “no es necesario que la Entidad Estatal haya obtenido previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe dejar constancia escrita”. La norma no dispensa sin más: sustituye la pluralidad por una carga documental a cargo del ordenador del gasto, de modo que el control se desplaza de la comparación de ofertas a la verificación del perfil y a la motivación de la escogencia.

IDONEIDAD Y EXPERIENCIA – Deber de verificación – Alcance

La misma disposición condiciona la contratación a que la entidad “verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate”. La idoneidad es un concepto jurídicamente indeterminado que debe dotarse de contenido en cada caso: alude a la condición o cualidad que permite establecer si la persona cuenta con la capacidad para ejecutar el objeto. La verificación es un deber de la entidad y no una carga del contratista: no se agota con el aporte de la hoja de vida, sino que exige contrastarla con el perfil definido en los estudios previos, y debe constar documentalmente.

HONORARIOS – Determinación – Análisis del sector – Límite de remuneración

El ordenamiento no fija escalas generales de honorarios para estos contratos. Su determinación integra el valor estimado del contrato, que debe justificarse, y resulta del análisis del sector y del estudio de mercado exigidos por el artículo 2.2.1.1.1.6.1 del Decreto 1082 de 2015. Operan, sin embargo, dos límites: el del artículo 2.8.4.4.6 del Decreto 1068 de 2015, que prohíbe pactar por los servicios allí comprendidos una remuneración mensual superior a la remuneración total mensual del jefe de la entidad, y el que la propia entidad se haya fijado en sus manuales o escalas internas, que la vinculan mientras estén vigentes.

PUBLICIDAD EN EL SECOP – Contratación directa – Documentos del Proceso – Adiciones y prórrogas

La contratación directa está sometida íntegramente al deber de publicidad. Conforme al artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015, la entidad debe publicar en el SECOP los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación dentro de los tres días siguientes a su expedición. La enunciación del artículo 2.2.1.1.1.3.1 no es taxativa sino enunciativa, pues comprende “cualquier otro documento expedido por la Entidad Estatal durante el Proceso de Contratación”, de modo que el deber alcanza también a las modificaciones, adiciones y prórrogas y a los informes de supervisión. El Proceso de Contratación, según la misma definición, se extiende desde la planeación hasta el vencimiento de las garantías o del plazo, lo que ocurra más tarde.

RECURRENCIA CONTRACTUAL – Objeto igual – Término estrictamente indispensable – Planeación

La repetición de contratos de prestación de servicios no es por sí sola una irregularidad, pero el ordenamiento impone reglas que la planeación debe observar. El numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 exige que estos contratos se celebren por el término estrictamente indispensable, lo que excluye su configuración indefinida. Y el inciso segundo del artículo 2.8.4.4.5 del Decreto 1068 de 2015 prohíbe celebrarlos “cuando existan relaciones contractuales vigentes con objeto igual al del contrato que se pretende suscribir”, salvo autorización expresa del jefe del organismo, precedida de la sustentación sobre las especiales características y necesidades técnicas de la contratación. El Plan Anual de Adquisiciones y el análisis del sector son los instrumentos en los que la recurrencia debe hacerse visible y examinarse.
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Estimado señor Vera:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por el numeral 5 del artículo 3 y el numeral 8 del artículo 11 del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, responde de manera acumulada sus dos solicitudes radicadas el 11 de agosto de 2026 bajo los números 1_2026_08_11_010539, 1_2026_08_11_010573, y 1_2026_08_11_010574. Las tres provienen del mismo peticionario, versan sobre la misma materia —la contratación directa de servicios profesionales y de apoyo a la gestión— y formulan interrogantes en su mayoría coincidentes, por lo que se resuelven en un solo acto, en aplicación de los principios de eficacia y economía. Por su extensión, los interrogantes se transcriben en lo esencial:

Radicado No. 1_2026_08_11_010539:

“1. Informar cuáles son los requisitos de planeación aplicables a los contratos de prestación de servicios profesionales y apoyo a la gestión celebrados mediante contratación directa.

2. Precisar el contenido mínimo que deben contener los estudios y documentos previos respecto de la necesidad contractual.

3. Informar cómo debe justificarse que una determinada actividad requiera contratación externa y cuál debe ser el soporte documental de esa decisión.

4. Indicar cuáles buenas prácticas recomienda Colombia Compra Eficiente para evitar contrataciones sucesivas de necesidades estructurales sin adecuada evaluación institucional.

5. Informar cuál información contractual debe encontrarse publicada en SECOP respecto de contratos profesionales y de apoyo a la gestión.

6. Informar qué herramientas o campos de SECOP permiten identificar contratos sucesivos celebrados por una misma entidad para objetos iguales o semejantes.

7. Informar si existen guías, circulares, conceptos o documentos orientadores vigentes sobre prestación de servicios profesionales y apoyo a la gestión, y remitir copia o enlace.

8. Precisar qué criterios de trazabilidad y publicidad facilitan el control ciudadano sobre estudios previos, objetos, obligaciones, valores, supervisión, adiciones y prórrogas.

9. Informar cómo se articula el principio de planeación contractual con la necesidad de evitar que una contratación temporal se convierta de hecho en mecanismo indefinido para atender requerimientos permanentes”.

Radicado No. 1_2026_08_11_010573:

“1. Precisar cuándo resulta jurídicamente procedente la contratación directa de servicios profesionales y de apoyo a la gestión y qué elementos debe contener la justificación de la necesidad.

2. Precisar si esta causal exige, como regla general, convocatoria abierta, pluralidad de ofertas o comparación competitiva de hojas de vida.

3. Indicar qué obligaciones de planeación, verificación de idoneidad, experiencia, determinación de honorarios y trazabilidad subsisten aunque no se exija pluralidad de ofertas.

4. Precisar qué documentos deben integrar los estudios y documentos previos cuando se afirma que la necesidad no puede atenderse con personal de planta o exige conocimiento especializado.

5. Precisar si debe existir una certificación autónoma de insuficiencia de planta o si la justificación puede quedar debidamente soportada en otros documentos del proceso.

6. Indicar qué documentos de la contratación directa deben publicarse en SECOP y cuál es el tratamiento de ofertas, propuestas, hojas de vida y datos personales.

7. Informar si es jurídicamente admisible que una entidad adopte voluntariamente medidas adicionales de publicidad previa o manifestaciones de interés sin transformar la modalidad legal de selección.

8. Indicar buenas prácticas para detectar y gestionar necesidades contractuales que se repiten durante varias vigencias.

9. Precisar qué elementos de la recurrencia contractual deben ser evaluados desde la planeación sin afirmar automáticamente ilegalidad o contrato realidad”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta.

1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de sus dos solicitudes, y sintetizando las dieciocho pretensiones en los problemas jurídicos que efectivamente las comprenden —pues varias de ellas abordan la misma cuestión desde perspectivas complementarias—, la Agencia procede a resolver: i) ¿Cuándo procede la contratación directa para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, qué requisitos de planeación deben observarse, qué debe contener la justificación de la necesidad y cómo se acredita que la actividad no puede atenderse con personal de planta? ii) ¿Exige esta causal convocatoria abierta, pluralidad de ofertas o comparación competitiva de hojas de vida; qué deberes de verificación de idoneidad, determinación de honorarios y trazabilidad subsisten pese a que no se exija; y puede la entidad adoptar voluntariamente medidas adicionales de publicidad previa? iii) ¿Qué información contractual debe publicarse en el SECOP en esta modalidad, incluidas las adiciones, las prórrogas y la supervisión, y qué criterios de trazabilidad y publicidad facilitan el control ciudadano? iv) ¿Qué reglas debe observar la planeación frente a necesidades que se repiten en varias vigencias y cómo se articula el principio de planeación con la prohibición de que una vinculación temporal devenga indefinida?

2. Respuestas:

	i) La procedencia de la causal de contratación directa en contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión depende de dos condiciones concurrentes. La primera es que el objeto corresponda efectivamente a servicios profesionales o de apoyo a la gestión, que el reglamento define como los de naturaleza intelectual diferentes a los de consultoría que se derivan del cumplimiento de las funciones de la entidad, así como los relacionados con actividades operativas, logísticas o asistenciales. La segunda es que se verifiquen los supuestos del tipo contractual: tratándose de personas naturales, que las actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados —son supuestos alternativos, no acumulativos—, y que el contrato se celebre por el término estrictamente indispensable. Que la modalidad sea excepcional no la exime del cumplimiento de los principios que rigen la contratación pública y la función administrativa[footnoteRef:1]. [1:  Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 4, literal h); Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.9, inciso segundo; Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Guía para la contratación de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, CCE-EICP-GI-21, versión 01 del 3 de marzo de 2023. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-970 del 27 de julio de 2026 y C-781 de 2026.] 

Los requisitos de planeación son plenamente exigibles para esta modalidad de selección. La entidad debe incluir la contratación en el Plan Anual de Adquisiciones, adelantar el análisis del sector y del mercado y elaborar los estudios y documentos previos. El artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 es aplicable a la contratación directa, pues solo exceptúa expresamente la contratación de mínima cuantía, de modo que estos estudios deben contener la descripción de la necesidad, el objeto con sus especificaciones, la modalidad de selección y su justificación con los fundamentos jurídicos, el valor estimado y su justificación, los criterios para seleccionar la oferta más favorable, el análisis de riesgo, las garantías contempladas y la indicación sobre acuerdos comerciales[footnoteRef:2]. [2:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.4.1 y siguientes, 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.1.2.1.1, este último modificado por el artículo 1 del Decreto 399 de 2021. Ley 80 de 1993, artículos 24, numeral 7, y 25, numeral 12, este último modificado por el artículo 87 de la Ley 1474 de 2011.] 

La justificación de que la actividad requiere contratación externa integra la descripción de la necesidad y la justificación de la modalidad. No basta enunciarla, debe soportarse con referencia a los empleos existentes, a los manuales específicos de funciones y a las cargas concretas de las que se deduce la conclusión. Cuestión distinta es el acto administrativo de justificación de la contratación directa, que el inciso final del artículo 2.2.1.2.1.4.1 del Decreto 1082 de 2015 excluye expresamente para estos contratos: la dispensa recae sobre el acto, no sobre la justificación, que subsiste y debe constar en los estudios y documentos previos[footnoteRef:3]. [3:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.2.1.1, numerales 1 y 3, y 2.2.1.2.1.4.1, inciso final. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-781 de 2026, que enumera entre las características de estos contratos que “para su celebración no se requiere la expedición del acto administrativo de justificación de la contratación directa”.] 

Sobre la insuficiencia de planta existe una exigencia autónoma y expresa de acreditación. El artículo 2.8.4.4.5 del Decreto 1068 de 2015 dispone que estos contratos solo pueden celebrarse cuando no exista personal de planta con capacidad para realizar las actividades, precisa los eventos en que se entiende que no existe —inexistencia de personal que pueda desarrollar la actividad según los manuales específicos, grado de especialización que implique contratar el servicio, o personal existente pero insuficiente— y añade que “la inexistencia de personal suficiente deberá acreditarse por el jefe del respectivo organismo”. Esta disposición se aplica a los organismos, entidades, entes públicos y personas jurídicas que financien sus gastos con recursos del Tesoro Público, y las entidades territoriales deben adoptar medidas equivalentes[footnoteRef:4]. [4:  Decreto 1068 de 2015, artículos 2.8.4.4.5 —que compila el artículo 3 del Decreto 1737 de 1998, modificado por el artículo 1 del Decreto 2209 de 1998—, 2.8.4.1.1 y 2.8.4.1.2. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-970 del 27 de julio de 2026.] 

Lo que el reglamento impone es que la manifestación provenga del jefe del organismo, que esté soportada y que sea verificable; no que exista un documento separado con una denominación específica. Por ello puede satisfacerse mediante una certificación autónoma o quedar incorporada en los estudios y documentos previos, siempre que estos sean suscritos por el jefe del organismo o que este avale expresamente esa constatación. Lo que no la satisface es una fórmula genérica sin referencia a los empleos, los manuales específicos y las cargas concretas, ni la sola mención de la insuficiencia en el clausulado del contrato[footnoteRef:5]. [5:  Decreto 1068 de 2015, artículo 2.8.4.4.5. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-970 del 27 de julio de 2026, conforme al cual esa disposición “establece las condiciones a partir de las cuales debe determinarse la insuficiencia del personal de planta, a efectos de cumplir con el referido presupuesto para la celebración de contratos de prestación de servicios”.] 

ii)  Para esta modalidad no se exige convocatoria abierta, pluralidad de ofertas ni comparación competitiva de hojas de vida. El artículo 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015 es explícito: “no es necesario que la Entidad Estatal haya obtenido previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe dejar constancia escrita”. Conviene leer la norma completa: no dispensa sin más, sino que sustituye la pluralidad de ofertas por una carga documental radicada en cabeza del ordenador del gasto. La ausencia de comparación no es, entonces, una zona exenta de control: el control se desplaza de la comparación de ofertas a la verificación del perfil y a la motivación de la escogencia[footnoteRef:6]. [6:  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.9, inciso primero.] 

Subsiste el deber de selección objetiva y, en particular, el de verificar la idoneidad o la experiencia. El artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 no está circunscrito a las modalidades competitivas, de manera que la escogencia debe fundarse en la aptitud acreditada de quien se contrata frente al perfil definido en los estudios previos. La idoneidad es un concepto jurídicamente indeterminado que debe dotarse de contenido en cada caso concreto, y su verificación es un deber de la entidad y no una carga del contratista: no se agota con el aporte de la hoja de vida, sino que exige contrastarla con ese perfil, y debe constar documentalmente, pues de otro modo no sería verificable[footnoteRef:7]. [7:  Ley 1150 de 2007, artículo 5; Ley 80 de 1993, artículos 24, numeral 7, y 26, numeral 1; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.9. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-970 del 27 de julio de 2026.] 

En cuanto a los honorarios, el ordenamiento no fija escalas generales, pero su determinación no es libre. El valor hace parte de la planeación y debe resultar del análisis del sector y del estudio de mercado, de lo cual debe quedar constancia en los documentos del proceso. Operan además dos límites: el del artículo 2.8.4.4.6 del Decreto 1068 de 2015, que prohíbe pactar, por los servicios allí comprendidos, una remuneración mensual superior a la remuneración total mensual establecida para el jefe de la entidad; y el que la propia entidad se haya fijado en sus manuales de contratación o escalas internas de honorarios, que la vinculan mientras estén vigentes[footnoteRef:8]. [8:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.1.2.1.1, numeral 4; Decreto 1068 de 2015, artículo 2.8.4.4.6. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-025 del 24 de marzo de 2023 y C-1366 de 2026.] 

Por otro lado, es jurídicamente admisible que la entidad adopte voluntariamente medidas adicionales de publicidad previa o invitaciones a manifestar interés, sin que ello transforme la modalidad legal de selección. La modalidad la determina la ley en función de la causal, no la conducta de la entidad, y nada le impide reforzar la transparencia de su decisión. Esa facultad tiene, con todo, dos límites: la medida no puede convertirse de hecho en un procedimiento de selección paralelo que genere una expectativa de adjudicación regida por reglas de comparación que la ley no previó; y, una vez anunciadas las condiciones, la entidad queda vinculada por ellas en virtud de los principios de buena fe y confianza legítima, de manera que apartarse de lo anunciado sin justificación compromete su responsabilidad[footnoteRef:9]. [9:  Constitución Política, artículos 83 y 209; Ley 1437 de 2011, artículo 3, numerales 4 y 8; Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 4, que reserva a la ley la definición de las causales de contratación directa.] 

iii) La contratación directa está sometida íntegramente al deber de publicidad, y este cubre toda la vida del contrato. Conforme al artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015, la entidad debe publicar en el SECOP los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación dentro de los tres días siguientes a su expedición. La enunciación del artículo 2.2.1.1.1.3.1 no es taxativa sino enunciativa, pues comprende “cualquier otro documento expedido por la Entidad Estatal durante el Proceso de Contratación”, y este se extiende “desde la planeación hasta el vencimiento de las garantías de calidad, estabilidad y mantenimiento […] o el vencimiento del plazo, lo que ocurra más tarde”[footnoteRef:10]. [10:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.3.1 y 2.2.1.1.1.7.1; Ley 1150 de 2007, artículo 3; Ley 1712 de 2014 y Decreto 1081 de 2015. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-967 de 2026, conforme al cual la noción de Documentos del Proceso “no es un listado taxativo, sino enunciativo”.] 

En consecuencia, deben publicarse, entre otros: los estudios y documentos previos; los soportes de la verificación de idoneidad o experiencia; la acreditación de la insuficiencia de planta; el contrato; sus modificaciones, adiciones y prórrogas, con la justificación que las sustente; los informes de supervisión; y los documentos de la etapa poscontractual. La excepción de no publicidad del artículo 2.2.1.2.1.4.3 está referida a los empréstitos, a ciertos contratos interadministrativos y a los contratos de que trata el artículo 2.2.1.2.1.4.6, y no cobija esta causal. Conviene recordar que las adiciones están sometidas al límite del parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993, que impide adicionarlas en más del cincuenta por ciento de su valor inicial expresado en salarios mínimos legales mensuales[footnoteRef:11]. [11:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.2.1.4.3 y 2.2.1.2.1.4.6; Ley 80 de 1993, artículo 40, parágrafo; Ley 1474 de 2011, artículos 83 y 84. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1172 de 2026, sobre el límite de las adiciones cualquiera que sea la denominación del acuerdo.] 

Los documentos aportados por el interesado siguen una regla distinta. La hoja de vida y sus soportes no son documentos “expedidos por la Entidad Estatal” y, por tanto, no encajan en la definición reglamentaria de Documentos del Proceso, que solo incluye expresamente la oferta. Ello no los sustrae de la publicidad —integran el expediente contractual y quedan cobijados por el régimen de transparencia y acceso a la información—, pero traslada la cuestión a un plano que no regula el estatuto contractual: el de la clasificación de la información y la protección de datos personales, cuya determinación corresponde al sujeto obligado que administra la información[footnoteRef:12]. [12:  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.3.1. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-967 de 2026. Ley 1712 de 2014, artículos 5, 6, 18 y 19; Decreto 1081 de 2015; Ley 1581 de 2012.] 

Los criterios de trazabilidad que facilitan el control ciudadano son, en lo esencial, cuatro. Primero, que el proceso se gestione en el SECOP II de manera transaccional, que es la regla general, de modo que el expediente electrónico sea único y las actuaciones queden registradas en tiempo real. Segundo, que el objeto, las obligaciones específicas, el valor, el plazo y la designación del supervisor consten con precisión en el contrato y en los estudios previos, pues de esa precisión depende que un tercero pueda comparar lo contratado con lo ejecutado. Tercero, que las modificaciones, adiciones y prórrogas se publiquen con su justificación y dentro del término, y no solo en su resultado. Y cuarto, que los informes de supervisión se incorporen al expediente. A ello se suma que el SECOP II dispone de un módulo de búsqueda pública que permite a la ciudadanía y a los órganos de control revisar el avance de los contratos sin necesidad de contar con usuario, así como de conjuntos de datos abiertos[footnoteRef:13]. [13:  Ley 1474 de 2011, artículos 83 y 84. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1218 del 3 de septiembre de 2026, que describe el módulo de búsqueda pública del SECOP II. Sobre el uso transaccional como regla general, AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Circular Externa No. 003 del 18 de septiembre de 2024, numeral 1, reiterada por la Circular Externa No. 001 del 28 de febrero de 2025, y Circular Externa Única, numeral 3.] 

iv) La repetición de contratos no constituye por sí sola una irregularidad, pero el ordenamiento impone reglas que la planeación debe observar. La primera es de derecho positivo: el inciso segundo del artículo 2.8.4.4.5 del Decreto 1068 de 2015 prohíbe celebrar estos contratos “cuando existan relaciones contractuales vigentes con objeto igual al del contrato que se pretende suscribir”, salvo autorización expresa del jefe del organismo, autorización que debe estar “precedida de la sustentación sobre las especiales características y necesidades técnicas de las contrataciones a realizar”. No es una recomendación de buena práctica, sino una prohibición con una excepción reglada[footnoteRef:14]. [14:  Decreto 1068 de 2015, artículo 2.8.4.4.5, inciso segundo. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-025 del 24 de marzo de 2023.] 

La segunda regla es el límite temporal del numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, conforme al cual estos contratos “se celebrarán por el término estrictamente indispensable”. La temporalidad no es una recomendación sino un elemento de la naturaleza del tipo contractual, de donde se sigue que un vínculo estructurado para prolongarse indefinidamente mediante renovaciones sucesivas desnaturaliza la figura. Es en ese punto donde el principio de planeación se articula con la prohibición de que una vinculación temporal devenga permanente: la planeación es, precisamente, el momento en que la entidad debe preguntarse si lo que enfrenta es una necesidad que se renueva o una función que ya no es transitoria[footnoteRef:15]. [15:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-781 de 2026, que señala entre las características de estos contratos que “deben ser temporales, por lo que no puede referirse a un contrato de prestación de servicios indefinido que resulta contrario a su naturaleza”.] 

Desde la planeación, los elementos que deben evaluarse son cuatro. Primero, si la necesidad es transitoria o si, por su reiteración en varias vigencias, corresponde a una función permanente de la entidad. Segundo, si la actividad figura en los manuales específicos de funciones, pues de ello depende el juicio sobre la insuficiencia de planta. Tercero, si existen relaciones contractuales vigentes con objeto igual, supuesto que activa la prohibición y la exigencia de autorización motivada. Y cuarto, si el Plan Anual de Adquisiciones y el análisis del sector reflejan esa recurrencia, que es donde debe hacerse visible y examinarse. Ese examen es el que permite distinguir la reiteración legítima de una necesidad que se renueva, de la utilización de la figura para atender de manera permanente lo que corresponde a la estructura administrativa[footnoteRef:16]. [16:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.4.1 y siguientes y 2.2.1.1.1.6.1; Decreto 1068 de 2015, artículo 2.8.4.4.5. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Guía para la contratación de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, CCE-EICP-GI-21, versión 01 del 3 de marzo de 2023, que desarrolla recomendaciones y buenas prácticas para esta modalidad.] 

Cuando ese examen indique que la necesidad es permanente y propia de las funciones de la entidad, la decisión que corresponde no es contractual sino de organización administrativa, y compete a los órganos de dirección de la entidad dentro del ámbito de sus atribuciones. Esta Agencia no determina la estructura ni la planta de personal de ninguna entidad, ni establece si en un caso concreto se configura una relación laboral, cuestión reservada a la jurisdicción ordinaria laboral[footnoteRef:17]. [17:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3, cuyos apartes sobre la ausencia de relación laboral fueron declarados condicionalmente exequibles por la Corte Constitucional. Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3, numeral 5, y 11, numeral 8.] 
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3. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i) El contrato de prestación de servicios es un tipo contractual definido por la ley. El numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 dispone que “Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable”[footnoteRef:18]. [18:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3. Apartes declarados condicionalmente exequibles por la Corte Constitucional.] 


De ese enunciado se desprenden los rasgos que la doctrina de esta Subdirección ha sistematizado: el contrato solo puede celebrarse para actividades relacionadas con la administración o el funcionamiento de la entidad, esto es, propias de su giro ordinario; puede suscribirse con personas naturales o jurídicas; debe ser temporal, de suerte que no cabe un contrato indefinido; se celebra mediante contratación directa; no requiere acto administrativo de justificación, ni inscripción en el Registro Único de Proponentes, ni garantías; y su liquidación no es obligatoria[footnoteRef:19]. [19:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-781 de 2026, que enumera estas características.] 


La modalidad aplicable es la contratación directa por la causal del literal h) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, reglamentada por el artículo 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015. Este precepto cumple una doble función: habilita la contratación directa y, en su inciso segundo, delimita el objeto, al precisar que los servicios profesionales y de apoyo a la gestión “corresponden a aquellos de naturaleza intelectual diferentes a los de consultoría que se derivan del cumplimiento de las funciones de la Entidad Estatal, así como los relacionados con actividades operativas, logísticas, o asistenciales”[footnoteRef:20]. [20:  Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 4, literal h); Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.9.] 


Esa delimitación importa porque la contratación directa es de aplicación restrictiva: las causales son taxativas y no pueden extenderse por analogía. Como lo advierte la guía institucional sobre la materia, la excepcionalidad de la modalidad “no por ello implica que la misma no se encuentre obligada al cumplimiento de los principios que rigen la contratación pública y la función administrativa”. De ahí que el primer juicio que debe hacer la entidad no sea el de la conveniencia de contratar, sino el de la correspondencia entre el objeto proyectado y la definición reglamentaria: un objeto que en realidad corresponda a una consultoría no se convierte en prestación de servicios de apoyo a la gestión por la denominación que se le dé[footnoteRef:21]. [21:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Guía para la contratación de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, CCE-EICP-GI-21, versión 01 del 3 de marzo de 2023. Ley 1150 de 2007, artículo 2, que estructura las modalidades de selección con la licitación pública como regla general.] 


Sobre los requisitos de planeación, conviene despejar un equívoco frecuente: la contratación directa no tiene un régimen aligerado. El artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 enumera ocho elementos que deben contener los estudios y documentos previos y cierra señalando que “El presente artículo no es aplicable a la contratación por mínima cuantía”. La exclusión expresa de una sola modalidad confirma, por contraste, que la norma rige para las demás. A ello se suman la inclusión en el Plan Anual de Adquisiciones y el análisis del sector, que tampoco dependen de la modalidad sino del carácter de función administrativa de la actividad contractual[footnoteRef:22]. [22:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.2.1.1, modificado por el artículo 1 del Decreto 399 de 2021, 2.2.1.1.1.4.1 y siguientes y 2.2.1.1.1.6.1; Ley 80 de 1993, artículos 23, 24, numeral 7, y 25, numeral 12.] 


Cuestión distinta es el acto administrativo de justificación de la contratación directa. El artículo 2.2.1.2.1.4.1 lo exige como regla, pero su inciso final precisa que “Este acto administrativo no es necesario cuando el contrato a celebrar es de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión”. La dispensa recae sobre el acto, no sobre la justificación: lo que el reglamento evita es la duplicación de un documento cuyo contenido ya figura en los estudios previos, no que la decisión quede sin motivación[footnoteRef:23]. [23:  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.1.] 


Finalmente, en cuanto a la insuficiencia de planta, el artículo 2.8.4.4.5 del Decreto 1068 de 2015 reglamenta el presupuesto legal del numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80. Allí se precisa cuándo se entiende que no existe personal de planta y se dispone que “la inexistencia de personal suficiente deberá acreditarse por el jefe del respectivo organismo”. El verbo empleado —acreditar— impone un resultado, no una forma: exige que la constatación conste, provenga de quien la norma indica y pueda verificarse, sin prescribir un documento con denominación determinada. De ahí que la exigencia pueda satisfacerse mediante certificación autónoma o quedar incorporada en los estudios previos suscritos o avalados por el jefe del organismo; lo que no la satisface es una afirmación genérica que no se refiera a los empleos, a los manuales específicos de funciones y a las cargas concretas de las que se deduce la conclusión[footnoteRef:24]. [24:  Decreto 1068 de 2015, artículo 2.8.4.4.5; artículos 2.8.4.1.1 y 2.8.4.1.2 sobre su campo de aplicación. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-970 del 27 de julio de 2026.] 


ii) La segunda cuestión se resuelve con el inciso primero del artículo 2.2.1.2.1.4.9, que autoriza contratar “con la persona natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato, siempre y cuando la Entidad Estatal verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate”, y añade que “En este caso, no es necesario que la Entidad Estatal haya obtenido previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe dejar constancia escrita”[footnoteRef:25]. [25:  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.9, inciso primero.] 


La estructura del precepto es la de una dispensa condicionada. Releva a la entidad de obtener varias ofertas, pero a cambio le impone dos cargas expresas: verificar la idoneidad o la experiencia, y dejar constancia escrita de que no se obtuvieron varias ofertas. Leer solo la primera parte de la frase conduce al error de suponer que la causal opera sin soporte documental; leerla completa muestra que el reglamento sustituyó la comparación por la trazabilidad. Por eso la ausencia de pluralidad no es una zona exenta de control, sino un supuesto en el que el control se desplaza de la comparación de ofertas a la verificación del perfil y a la motivación de la escogencia.

Ese desplazamiento explica por qué subsiste el deber de selección objetiva. El artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 no está circunscrito a las modalidades competitivas: ordena que la selección se haga con arreglo a criterios objetivos, lo que en esta causal se traduce en que la escogencia debe fundarse en la aptitud acreditada de quien se contrata frente al perfil definido en los estudios previos[footnoteRef:26]. [26:  Ley 1150 de 2007, artículo 5; Ley 80 de 1993, artículos 24, numeral 7, y 26, numeral 1.] 


La verificación de la idoneidad merece una precisión adicional. Esta Subdirección ha señalado que la idoneidad “hace referencia a la condición o cualidad que debe acreditar una persona […] a fin de verificar si cuenta con la capacidad para ejecutar el objeto del contrato”, y que se trata de “un requisito plasmado en un concepto jurídicamente indeterminado que es necesario dotar de contenido en cada caso concreto”. De esa caracterización se siguen dos consecuencias prácticas: que el contenido del requisito lo fija la entidad al definir el perfil en los estudios previos —de modo que la verificación es un contraste entre ese perfil y lo acreditado—, y que la carga de verificar recae en la entidad, sin que baste el aporte de la hoja de vida por el interesado[footnoteRef:27]. [27:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-970 del 27 de julio de 2026.] 


En cuanto a los honorarios, no existe una norma general que fije escalas para estos contratos. Su determinación forma parte del valor estimado del contrato, que el numeral 4 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 exige justificar, y se soporta en el análisis del sector y del mercado del artículo 2.2.1.1.1.6.1. A ello se suman dos límites. El primero es el del artículo 2.8.4.4.6 del Decreto 1068 de 2015, que prohíbe el pacto de remuneración para pago de servicios personales calificados “por valor mensual superior a la remuneración total mensual establecida para el jefe de la entidad”, entendida sin factores prestacionales y respecto de los servicios allí comprendidos. El segundo es el que la propia entidad haya adoptado en su manual de contratación o en una escala interna de honorarios: una vez expedida, esa regulación la vincula, porque nadie puede desatender sus propios actos generales mientras estén vigentes[footnoteRef:28]. [28:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.2.1.1, numeral 4, y 2.2.1.1.1.6.1; Decreto 1068 de 2015, artículo 2.8.4.4.6. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-025 del 24 de marzo de 2023 y C-1366 de 2026.] 


Por último, la admisibilidad de medidas voluntarias de publicidad previa se explica por una razón sencilla: la modalidad de selección la determina la ley en función de la causal invocada, y no la conducta que la entidad despliegue para rodear su decisión de mayor transparencia. Publicar la necesidad, invitar a manifestar interés o recibir hojas de vida no convierte la contratación directa en un procedimiento competitivo ni desplaza la causal legal. Con todo, la facultad no es inocua: si la entidad anuncia condiciones, queda vinculada por ellas en virtud de los principios de buena fe y confianza legítima, y si la medida se estructura de tal modo que genere una expectativa de adjudicación conforme a reglas de comparación que la ley no previó, la entidad se expone a reclamaciones por una actuación que ella misma creó[footnoteRef:29]. [29:  Constitución Política, artículos 83 y 209; Ley 1437 de 2011, artículo 3, numerales 4 y 8; Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 4.] 


iii) El deber de publicidad en la contratación directa no admite matices en cuanto a su exigibilidad. Tiene fundamento legal en el artículo 3 de la Ley 1150 de 2007 y desarrollo reglamentario en el artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015, conforme al cual la entidad “está obligada a publicar en el Secop los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su expedición”. A ello se suman la Ley 1712 de 2014 y el Decreto 1081 de 2015, que refuerzan y amplían el deber[footnoteRef:30]. [30:  Ley 1150 de 2007, artículo 3; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.7.1; Ley 1712 de 2014; Decreto 1081 de 2015. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-967 de 2026.] 


Para identificar qué se publica conviene atender a tres notas de la definición reglamentaria. La primera es que la enumeración del artículo 2.2.1.1.1.3.1 no es taxativa sino enunciativa, porque se cierra con “cualquier otro documento expedido por la Entidad Estatal durante el Proceso de Contratación”. La segunda es que la definición se refiere a los documentos expedidos por la entidad, e incluye expresamente la oferta. Y la tercera —decisiva para su octava petición— es que el Proceso de Contratación se define como el conjunto de actos y actividades “desde la planeación hasta el vencimiento de las garantías de calidad, estabilidad y mantenimiento […] o el vencimiento del plazo, lo que ocurra más tarde”, de suerte que el deber de publicidad no se agota con la celebración del contrato y alcanza a las modificaciones, adiciones y prórrogas y a los informes de supervisión[footnoteRef:31]. [31:  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.3.1. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-967 de 2026.] 


Conviene añadir dos precisiones sobre las adiciones y las prórrogas. La primera es que se instrumentan en modificaciones contractuales que, por ser documentos expedidos por la entidad, deben publicarse dentro de los tres días siguientes a su expedición, junto con la justificación que las sustente: publicar el resultado sin su motivación no satisface el deber, porque impide el contraste que la publicidad persigue. La segunda es que las adiciones están sometidas al límite del parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993, que impide adicionar los contratos en más del cincuenta por ciento de su valor inicial expresado en salarios mínimos legales mensuales, límite que se aplica cualquiera que sea la denominación que las partes den al acuerdo[footnoteRef:32]. [32:  Ley 80 de 1993, artículo 40, parágrafo; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.7.1. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1172 de 2026.] 


Respecto de los documentos que aporta el interesado, la regla es distinta porque no son expedidos por la entidad. Ello no los sustrae de la publicidad —integran el expediente contractual y quedan cobijados por el régimen de transparencia y acceso a la información—, pero sí traslada la cuestión a un plano que no regula el estatuto contractual: el de la clasificación de la información y la protección de datos personales. La determinación de qué apartes son públicos, clasificados o reservados, y la eventual anonimización o disociación, corresponde al sujeto obligado que administra la información, con los recursos y controles que esas leyes prevén[footnoteRef:33]. [33:  Ley 1712 de 2014, artículos 5, 6, 18 y 19; Decreto 1081 de 2015; Ley 1581 de 2012.] 


De lo anterior se desprenden los criterios de trazabilidad que facilitan el control ciudadano. El primero es la gestión transaccional del proceso en el SECOP II, que es la regla general y que permite que el expediente sea único y las actuaciones queden registradas en tiempo real. El segundo es la precisión del objeto, de las obligaciones específicas, del valor, del plazo y de la designación del supervisor, pues de esa precisión depende que un tercero pueda comparar lo contratado con lo ejecutado; un objeto redactado en términos genéricos hace inviable cualquier control, aunque esté publicado. El tercero es la publicación oportuna y motivada de las modificaciones. Y el cuarto es la incorporación de los informes de supervisión al expediente. Estos criterios no son recomendaciones de conveniencia: derivan de los deberes ya expuestos[footnoteRef:34]. [34:  Ley 1474 de 2011, artículos 83 y 84; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.7.1. Sobre el uso transaccional del SECOP II como regla general, AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Circular Externa No. 003 del 18 de septiembre de 2024 y Circular Externa Única, numeral 3.] 


En cuanto a las herramientas de consulta, esta Subdirección ha destacado que el SECOP II cuenta con un módulo de búsqueda pública que permite a la ciudadanía y a los entes de control revisar el avance de cualquier contrato gestionado en la plataforma, sin necesidad de contar con usuario, a lo que se suman los conjuntos de datos abiertos de la contratación pública. La identificación de campos y filtros específicos para detectar objetos iguales o semejantes corresponde, sin embargo, a la Subdirección de Información y Desarrollo Tecnológico de esta Agencia y a su mesa de servicio, por tratarse de un asunto de funcionamiento de la plataforma y no de interpretación normativa[footnoteRef:35]. [35:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1218 del 3 de septiembre de 2026.] 


iv) La sola existencia de contratos sucesivos no permite concluir la ilegalidad de ninguno de ellos, y esta Agencia no puede calificar en abstracto situaciones concretas. Pero tampoco es cierto que la materia carezca de reglas, ni que todo se reduzca a buenas prácticas. La más precisa es el inciso segundo del artículo 2.8.4.4.5 del Decreto 1068 de 2015, conforme al cual “Tampoco se podrán celebrar estos contratos cuando existan relaciones contractuales vigentes con objeto igual al del contrato que se pretende suscribir, salvo autorización expresa del jefe del respectivo órgano, ente o entidad contratante”, autorización que “estará precedida de la sustentación sobre las especiales características y necesidades técnicas de las contrataciones a realizar”[footnoteRef:36]. [36:  Decreto 1068 de 2015, artículo 2.8.4.4.5, inciso segundo. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-025 del 24 de marzo de 2023.] 


A esa regla se suma el límite temporal del numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, según el cual estos contratos “se celebrarán por el término estrictamente indispensable”. La temporalidad no es una recomendación sino un elemento de la naturaleza del tipo contractual, de donde se sigue que un vínculo estructurado para prolongarse indefinidamente mediante renovaciones sucesivas desnaturaliza la figura[footnoteRef:37]. [37:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-781 de 2026.] 


Ahí se encuentra, precisamente, la articulación que indaga su novena petición. El principio de planeación no es un requisito formal previo a la contratación, sino el momento en que la entidad debe formular y responder una pregunta sustantiva: si lo que enfrenta es una necesidad transitoria que se renueva o una función que ha dejado de ser transitoria. Cuando la planeación se reduce a reproducir los estudios previos de la vigencia anterior, esa pregunta no se formula, y la sucesión de contratos deja de ser el resultado de una decisión y pasa a ser el producto de una inercia. De ahí que el análisis del sector y el Plan Anual de Adquisiciones sean los instrumentos en los que la recurrencia debe hacerse visible: no como un dato estadístico, sino como un elemento de juicio para decidir[footnoteRef:38]. [38:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.4.1 y siguientes y 2.2.1.1.1.6.1; Ley 80 de 1993, artículos 25, numeral 12, y 26, numeral 1. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Guía para la contratación de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, CCE-EICP-GI-21, versión 01 del 3 de marzo de 2023.] 


Los elementos concretos que ese examen debe abarcar son cuatro: si la necesidad es transitoria o corresponde a una función permanente de la entidad; si la actividad figura en los manuales específicos de funciones, dato del que depende el juicio sobre la insuficiencia de planta; si existen relaciones contractuales vigentes con objeto igual, supuesto que activa la prohibición y la exigencia de autorización motivada; y si el Plan Anual de Adquisiciones y el análisis del sector reflejan esa recurrencia. Ese examen es el que permite distinguir la reiteración legítima de una necesidad que se renueva, de la utilización de la figura para atender de manera permanente lo que corresponde a la estructura administrativa[footnoteRef:39]. [39:  Decreto 1068 de 2015, artículo 2.8.4.4.5; Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.1.2.1.1.] 


Cuando ese examen indique que la necesidad es permanente y propia de las funciones de la entidad, la decisión que corresponde no es contractual sino de organización administrativa, y compete a los órganos de dirección de la entidad dentro del ámbito de sus atribuciones. Esta Agencia no determina la estructura ni la planta de personal de ninguna entidad, ni establece si en un caso concreto se configura una relación laboral, cuestión reservada a la jurisdicción ordinaria laboral. La respuesta se ha dado, por tanto, en el plano en que esta Entidad es competente: el de las reglas generales que la contratación estatal impone a la planeación y a la celebración de estos contratos.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes 

	· Normativa: Constitución Política, artículos 83 y 209. Ley 80 de 1993, artículos 23, 24 —numeral 7—, 25 —numeral 12, modificado por el artículo 87 de la Ley 1474 de 2011—, 26 —numeral 1—, 32 —numeral 3— y 40 —parágrafo—. Ley 1150 de 2007, artículos 2 —numeral 4, literal h)—, 3 y 5. Ley 1437 de 2011, artículos 3 —numerales 4 y 8— y 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. Ley 1474 de 2011, artículos 83 y 84. Ley 1581 de 2012. Ley 1712 de 2014, artículos 5, 6, 18 y 19. Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3 —numerales 2, 5 y 8— y 11 —numeral 8—. Decreto 1068 de 2015, artículos 2.8.4.1.1, 2.8.4.1.2, 2.8.4.4.5 y 2.8.4.4.6 —que compilan los artículos 1, 2 y 3 del Decreto 1737 de 1998, este último modificado por el artículo 1 del Decreto 2209 de 1998—. Decreto 1081 de 2015. Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.3.1; 2.2.1.1.1.4.1 y siguientes; 2.2.1.1.1.6.1; 2.2.1.1.1.7.1; 2.2.1.1.2.1.1, modificado por el artículo 1 del Decreto 399 de 2021; 2.2.1.2.1.4.1; 2.2.1.2.1.4.3; 2.2.1.2.1.4.6 y 2.2.1.2.1.4.9. Resolución 469 de 2025 de la ANCP-CCE.
· Documentos de la ANCP-CCE: Guía para la contratación de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, CCE-EICP-GI-21, versión 01 del 3 de marzo de 2023. Circular Externa Única, numerales 1.2, 1.3 y 3. Circular Externa No. 003 del 18 de septiembre de 2024 y Circular Externa No. 001 del 28 de febrero de 2025.
· Conceptos de la ANCP-CCE: Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-025 del 24 de marzo de 2023, C-781 de 2026, C-967 de 2026, C-970 del 27 de julio de 2026, C-1172 de 2026, C-1218 del 3 de septiembre de 2026 y C-1366 de 2026.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

En atención a la séptima petición del radicado No. 1_2026_08_11_010539, se relacionan los documentos orientadores vigentes sobre la materia. El principal es la Guía para la contratación de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, CCE-EICP-GI-21, versión 01 del 3 de marzo de 2023, expedida en cumplimiento de la recomendación del CONPES 4070 de 2021, que desarrolla recomendaciones, lineamientos y buenas prácticas para esta modalidad; es un instrumento de orientación y no un documento vinculante, por lo que su aplicación no releva a las entidades del cumplimiento de las normas vigentes. Se suman la Circular Externa Única y las Circulares Externas No. 003 de 2024 y No. 001 de 2025 sobre obligatoriedad del SECOP II. En cuanto a los conceptos, esta Subdirección se ha pronunciado sobre la definición, las características y el deber de verificación de la idoneidad, y sobre la insuficiencia de personal de planta, en los Conceptos C-970 del 27 de julio de 2026 y C-781 de 2026; sobre los requisitos y límites para la celebración de estos contratos, la prohibición de objeto igual y el límite de remuneración, en el Concepto C-025 del 24 de marzo de 2023; sobre el alcance del deber de publicidad y la noción de Documentos del Proceso, en el Concepto C-967 de 2026; sobre el límite de las adiciones, en el Concepto C-1172 de 2026; y sobre los componentes del SECOP y su módulo de búsqueda pública, en el Concepto C-1218 del 3 de septiembre de 2026. Las guías y manuales pueden consultarse y descargarse en https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/guias-y-manuales y los conceptos emitidos por la Agencia en el siguiente enlace:

https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente, 
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